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RESUMEN 

El presente capítulo analiza las transformaciones del modelo agrario en 

Paraguay desde una perspectiva jurídico-socioeconómica, articulando 

el marco normativo de los derechos campesinos, en particular la Decla-

ración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos 

(UNDROP), con la evidencia empírica del Censo Agropecuario Nacio-

nal 2022. A partir del análisis de la distribución de la tierra, la estructura 

productiva y las condiciones socioeconómicas rurales, se demuestra 

que el modelo agroexportador vigente no solo genera desigualdades, 

sino que configura un proceso estructural de vulneración de los dere-

chos campesinos y del derecho humano a la alimentación. 

El capítulo identifica una brecha significativa entre el reconocimiento 

normativo de estos derechos y su realización efectiva, evidenciada en 

la concentración de la tierra, el desplazamiento de población rural, la 

reducción del empleo en finca y la disminución de la producción ali-

mentaria. En este contexto, se plantea que la agroecología no constituye 

únicamente una alternativa productiva, sino una condición estructural 

para la garantía de derechos, en la medida en que fortalece el arraigo 

territorial, la autonomía campesina y la soberanía alimentaria. 
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A través de un enfoque interdisciplinario que integra análisis jurídico, 

datos censales y experiencias territoriales, el capítulo aporta elementos 

para la reorientación de las políticas públicas hacia modelos agrarios 

basados en la agroecología, la equidad y la justicia socioecológica. 

Palabras clave: agroecología, derechos campesinos, derecho a la ali-

mentación, Paraguay, UNDROP, Censo Agropecuario. 

1. INTRODUCCIÓN CONTEXTUAL 

Paraguay atraviesa una profunda tensión estructural en su espacio rural, 

marcada por la coexistencia conflictiva entre un modelo agroindustrial 

orientado a la exportación de commodities y un sector campesino que 

sostiene sus sistemas de vida, en muchos casos, a partir de prácticas 

agroecológicas. Esta disputa no se limita a lo productivo, sino que ex-

presa una reconfiguración territorial donde la expansión de monoculti-

vos mecanizados presiona sobre las bases materiales de la reproducción 

campesina, desplazando poblaciones, concentrando el acceso a la tierra 

y erosionando la agrobiodiversidad. 

En este contexto, la cuestión agraria adquiere una dimensión jurídica 

central. La persistencia de altos niveles de concentración de la tierra y 

la reducción de la producción alimentaria campesina tensionan directa-

mente la realización de los derechos reconocidos en la Constitución pa-

raguaya y en instrumentos internacionales como la Declaración de las 

Naciones Unidas sobre los Derechos de los Campesinos y de otras per-

sonas que trabajan en zonas rurales (UNDROP). En particular, el dere-

cho a la alimentación adecuada, la soberanía alimentaria y el acceso a 

recursos productivos fundamentales se ven condicionados por un mo-

delo de desarrollo que prioriza la acumulación y el lucro por sobre la 

reproducción de la vida. 

Los resultados del Censo Agropecuario Nacional 2022 constituyen, en 

este sentido, una evidencia empírica clave para analizar estas tensiones. 

Lejos de reflejar únicamente transformaciones productivas, los datos 

censales permiten identificar tendencias estructurales, como la concen-

tración de la tierra, la disminución de la población rural y la reducción 

del empleo en finca, que configuran un escenario de vulneración 



67 

 

sistemática de los derechos campesinos y del derecho humano a la ali-

mentación. Estas dinámicas no pueden ser comprendidas como efectos 

aislados, sino como expresiones de un patrón de desarrollo agrario que 

profundiza desigualdades históricas y limita las oportunidades de 

arraigo en el ámbito rural. 

Desde una perspectiva socioecológica, la Agricultura Familiar Campe-

sina (AFC) constituye un sistema complejo donde la unidad doméstica 

y la unidad productiva coevolucionan, integrando funciones económi-

cas, ambientales y culturales orientadas a la reproducción de la vida 

(Salcedo et al., 2014). En este sistema, la gestión directa de los recursos 

por parte de las familias campesinas, junto con las redes comunitarias 

y organizativas, permite sostener estrategias de diversificación produc-

tiva, conservación de la agrobiodiversidad y generación de seguridad 

alimentaria, en contraposición a la lógica de especialización y depen-

dencia del modelo agroindustrial (Van der Ploeg, 2013; Rojas, 2016).  

Sin embargo, estas formas de producción y organización enfrentan cre-

cientes limitaciones estructurales derivadas de la presión territorial, la 

debilidad institucional y la fragmentación de las políticas públicas. En 

este escenario, la agroecología no puede ser entendida únicamente 

como un conjunto de prácticas productivas alternativas, sino como un 

enfoque integral que articula dimensiones ecológicas, sociales y cultu-

rales, y que se vincula directamente con la posibilidad de garantizar 

derechos fundamentales en el ámbito rural. 

En este marco, el presente capítulo sostiene que los resultados del 

Censo Agropecuario Nacional 2022 evidencian que el modelo agroex-

portador vigente en Paraguay no solo produce desigualdades, sino que 

configura un proceso sistemático de vulneración de los derechos cam-

pesinos y del derecho humano a la alimentación, al concentrar el acceso 

a la tierra, desplazar población rural, debilitar las bases materiales de la 

reproducción campesina y, con ello, aumentar la dependencia alimen-

taria nacional. Esta situación revela una brecha crítica entre el recono-

cimiento normativo de derechos, en la Constitución y en la UNDROP, 

y su realización efectiva, posicionando a la agroecología no como una 

alternativa técnica, sino como una condición estructural para la garantía 

de dichos derechos. 
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A partir de este planteamiento, el capítulo propone un análisis interdis-

ciplinario que articula el examen del marco jurídico nacional e interna-

cional con la interpretación de los datos del Censo Agropecuario Na-

cional 2022 y el estudio de experiencias territoriales en Paraguay. El 

objetivo es contribuir a la comprensión de los obstáculos estructurales 

que limitan la efectividad de los derechos campesinos y del derecho a 

la alimentación de la población, así como identificar elementos clave 

para la reorientación de las políticas públicas hacia un modelo agrario 

basado en la agroecología, la equidad y el arraigo territorial. 

2. MARCO JURÍDICO

2.1. LA UNDROP Y SU RELEVANCIA PARA PARAGUAY 

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Cam-

pesinos y de otras personas que trabajan en las zonas rurales (UN-

DROP), adoptada en 2018 tras un prolongado proceso de movilización 

y negociación internacional, constituye el instrumento más avanzado 

de reconocimiento de los derechos diferenciados del campesinado en el 

derecho internacional (Pereira Fukuoka, 2023). Su relevancia radica en 

visibilizar y abordar las desigualdades estructurales que afectan histó-

ricamente a este sector. 

La UNDROP reconoce un conjunto de derechos fundamentales para la 

reproducción de la vida campesina, entre los que destacan el acceso a 

la tierra, las semillas, el agua, la biodiversidad, así como la soberanía 

alimentaria y la protección frente a la degradación ambiental. La incor-

poración de derechos colectivos resulta especialmente significativa, en 

tanto protege formas de gestión comunitaria de los recursos naturales y 

de organización social que son centrales para la agroecología (FIAN 

Internacional, 2021). 

Desde esta perspectiva, la Declaración no solo amplía el contenido de 

derechos existentes, sino que establece una relación directa entre su rea-

lización y la promoción de modelos productivos sostenibles. En parti-

cular, reconoce el derecho a una alimentación adecuada vinculada a sis-

temas de producción ecológicos y culturalmente pertinentes 
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(Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Cam-

pesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales., 2018). 

En consecuencia, los Estados están obligados a orientar sus políticas 

agrarias, ambientales y económicas de modo coherente con estos prin-

cipios, favoreciendo la transición hacia formas de producción como la 

agroecología (Pereira Fukuoka, 2019). 

2.2. MARCO NORMATIVO NACIONAL Y ACCESO A RECURSOS 

En el ámbito nacional, el marco jurídico paraguayo reconoce expresa-

mente derechos vinculados a la tierra, la producción y el desarrollo ru-

ral. La Constitución de 1992 establece la reforma agraria como un eje 

fundamental para el bienestar rural, incorporando principios como el 

acceso a la tierra, la participación campesina, la promoción de organi-

zaciones rurales y la obligación estatal de desalentar el latifundio y ga-

rantizar el uso sostenible de los recursos naturales. 

No obstante, la evolución normativa posterior revela tensiones signifi-

cativas. El Estatuto Agrario de 2002, si bien mantiene elementos del 

régimen de reforma agraria, ha implicado retrocesos en términos de ga-

rantías efectivas, debilitando instrumentos clave para el acceso equita-

tivo a la tierra. A esto se suma la ausencia de una ley de ordenamiento 

territorial, lo que limita la capacidad del Estado para proteger territorios 

campesinos frente a la expansión de actividades extractivas. 

En la práctica, estas limitaciones han dado lugar a escenarios de alta 

conflictividad socioambiental, donde comunidades campesinas enfren-

tan presiones territoriales crecientes. En respuesta, han emergido ini-

ciativas locales, como ordenanzas municipales que delimitan zonas de 

producción agroecológica, constituyendo herramientas jurídicas rele-

vantes para la defensa del arraigo y la economía campesina. 

En relación con otros recursos naturales, si bien existen normativas es-

pecíficas sobre áreas protegidas, agua y pesca, persisten importantes 

déficits institucionales en su implementación. La fragmentación de los 

sistemas de control, la debilidad de los mecanismos de participación y 

la impunidad frente a daños ambientales configuran un contexto que 
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limita la efectividad de estos derechos y contribuye a procesos de de-

gradación ambiental y expulsión rural. 

2.3. PRODUCCIÓN AGROECOLÓGICA Y DERECHO A LA ALIMENTACIÓN 

Paraguay no cuenta con una legislación específica orientada a la pro-

moción de la agroecología. La Ley N° 6286/19 constituye el principal 

instrumento en materia de agricultura familiar campesina, incorporando 

principios como la soberanía alimentaria, la conservación de la biodi-

versidad y la promoción de sistemas productivos sostenibles. 

Esta normativa reconoce la importancia de las semillas nativas, la in-

vestigación orientada a la diversidad biológica y la promoción de prác-

ticas agroecológicas, asignando al Estado un rol activo en su fomento. 

Sin embargo, su implementación enfrenta limitaciones institucionales 

que restringen su alcance efectivo. 

En cuanto al derecho humano a la alimentación, si bien Paraguay ha 

incorporado el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales 

y Culturales (PIDESC), carece de una ley marco que articule de manera 

integral su garantía. Esta ausencia dificulta la coordinación de políticas 

públicas y limita la construcción de una institucionalidad robusta orien-

tada a su realización progresiva (Pereira Fukuoka, 2020). 

2.4. CONTRADICCIONES Y DESAFÍOS ESTRUCTURALES 

A pesar del reconocimiento normativo de los derechos campesinos, el 

marco jurídico paraguayo presenta una brecha significativa entre la 

norma y su aplicación. La ausencia de garantías institucionales, la de-

bilidad de los mecanismos de control y la falta de justicia especializada 

en materia agraria y ambiental limitan la exigibilidad de estos derechos. 

Un caso emblemático es el de Rubén Portillo, en el que el Comité de 

Derechos Humanos de las Naciones Unidas evidenció las consecuen-

cias de la falta de protección campesina frente a fumigaciones con agro-

tóxicos, así como la ausencia de mecanismos judiciales efectivos (Por-

tillo Cáceres et. Al. C. Paraguay, 2019). Este tipo de situaciones refleja 

la incapacidad del sistema jurídico para responder adecuadamente a 
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conflictos territoriales y ambientales que afectan directamente a las co-

munidades campesinas. 

En este contexto, la necesidad de avanzar hacia un fuero agrario y am-

biental especializado, así como hacia un nuevo paradigma de reforma 

agraria articulado con la soberanía alimentaria y la sostenibilidad am-

biental, se vuelve central. Asimismo, el fortalecimiento institucional 

del Viceministerio de Agricultura Familiar Campesina resulta clave 

para garantizar la implementación efectiva de las políticas existentes y 

las requeridas. 

El marco jurídico paraguayo presenta avances importantes en el reco-

nocimiento de derechos, pero enfrenta limitaciones estructurales que 

impiden su realización efectiva. Esta brecha normativa se vuelve parti-

cularmente evidente cuando se contrasta con las tendencias empíricas 

observadas en el Censo Agropecuario Nacional 2022, donde las diná-

micas de concentración de la tierra, pérdida de población rural y reduc-

ción de la producción alimentaria reflejan un escenario de vulneración 

sistemática de los derechos campesinos. 

3. ANÁLISIS SOCIOECONÓMICO A PARTIR DEL CENSO 

AGROPECUARIO NACIONAL 

Los resultados del Censo Agropecuario Nacional 2022 evidencian que 

la expansión del modelo agroexportador en Paraguay se ha producido a 

costa de la reducción de territorios campesinos e indígenas, la disminu-

ción de la producción alimentaria y la pérdida sostenida de población y 

empleo rural (Dirección de Censos y Estadísticas Agropecuarias, 

2023). Estas tendencias configuran un proceso estructural que afecta 

directamente las condiciones materiales necesarias para la realización 

de los derechos campesinos y del derecho humano a la alimentación. 

3.1. CONCENTRACIÓN DE LA TIERRA Y RECONFIGURACIÓN PRODUCTIVA 

El censo confirma la persistencia de una estructura agraria altamente 

concentrada. Como se observa en el Gráfico 1, una proporción mínima 

de grandes fincas concentra la mayor parte de la superficie, mientras 

que la mayoría de las unidades productivas campesinas accede a una 
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fracción marginal de la tierra (Dirección de Censos y Estadísticas Agro-

pecuarias, 2023). Esta distribución desigual no solo refleja una caracte-

rística estructural del sistema agrario paraguayo, sino que limita de ma-

nera directa el ejercicio efectivo del derecho a la tierra y condiciona la 

reproducción de la agricultura familiar (Rojas, 2016). 

Gráfico 1. Concentración de la tierra y desigualdad en la estructura agraria paraguaya (2022) 

Fuente: Elaboración propia con base en (Dirección de Censos y 

Estadísticas Agropecuarias, 2023) 

En el periodo intercensal se observa, además, un proceso de fragmen-

tación y desaparición de fincas campesinas, acompañado por la expan-

sión de unidades medianas y grandes (Dirección de Censos y Estadísti-

cas Agropecuarias, 2023). Esta dinámica expresa una reconfiguración 

territorial donde la agricultura familiar pierde centralidad frente a for-

mas de producción orientadas a la exportación. 

En términos de uso del suelo, la tendencia es igualmente clara. Como 

muestra el Gráfico 2, los cultivos empresariales concentran la mayor 

parte de la superficie cultivada, mientras que los rubros destinados al 

consumo alimentario nacional se reducen significativamente (Direc-

ción de Censos y Estadísticas Agropecuarias, 2023). La expansión de 

monocultivos, junto con el crecimiento de la ganadería y las plantacio-

nes forestales, refuerza un patrón de especialización productiva que 

desplaza la producción de alimentos y aumenta la dependencia externa. 
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Gráfico 2. Concentración de la producción agrícola en cultivos empresariales y reducción 

de rubros alimentarios (2008-2022) 

 

 

Fuente: Elaboración propia con base en (Dirección de Censos y 

 Estadísticas Agropecuarias, 2023) 

Desde una perspectiva de derechos, esta transformación implica una 

afectación simultánea del derecho a la tierra y del derecho a la alimen-

tación, al restringir el acceso a recursos productivos y reducir la dispo-

nibilidad de alimentos producidos localmente (Pereira Fukuoka, 2020). 

3.2. DESPOBLAMIENTO RURAL Y TRANSFORMACIÓN DEL TRABAJO 

Uno de los resultados más significativos y regresivos del censo es la 

caída pronunciada de la población rural residente en fincas, que se re-

duce en aproximadamente un 40% en el periodo analizado (Dirección 
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de Censos y Estadísticas Agropecuarias, 2023). Este proceso de despo-

blamiento refleja dinámicas de expulsión y migración vinculadas a la 

expansión del modelo agroindustrial. 

En el ámbito laboral, las transformaciones son igualmente profundas. 

Como se evidencia en el Gráfico 3, se registra una disminución signifi-

cativa del empleo rural, tanto en el trabajo familiar como en el asala-

riado. La reducción de puestos de trabajo en un contexto de expansión 

de actividades intensivas en capital y tierra confirma que el modelo pro-

ductivo dominante no genera oportunidades laborales equivalentes, 

sino que contribuye a la exclusión rural (Rojas, 2021). 

Gráfico 3. Disminución del empleo rural en fincas agropecuarias en Paraguay (2008–2022) 

Fuente: Elaboración propia con base en (Dirección de Censos y 

 Estadísticas Agropecuarias, 2023) 

El impacto es particularmente crítico en las mujeres y en la población 

joven, cuya disminución compromete la reproducción social del cam-

pesinado y la continuidad de los sistemas productivos familiares 

(Ayala & Achinelli, 2021). 

Estas tendencias evidencian una vulneración del derecho al trabajo y 

del derecho al arraigo, en la medida en que las condiciones para 
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permanecer y reproducir la vida en el ámbito rural se ven progresiva-

mente deterioradas. 

3.3. DESIGUALDADES ESTRUCTURALES Y BRECHA DE DERECHOS 

El limitado acceso a asistencia técnica y crédito productivo, que alcanza 

a una proporción reducida de las fincas, refuerza las desigualdades exis-

tentes y restringe las posibilidades de fortalecimiento de la agricultura 

familiar (Dirección de Censos y Estadísticas Agropecuarias, 2023). 

Esta situación evidencia déficits en la implementación de políticas pú-

blicas orientadas a garantizar condiciones equitativas de producción. 

En conjunto, los datos del censo muestran que el modelo agrario vi-

gente se sustenta en una concentración creciente de recursos, acompa-

ñada de la reducción de la producción alimentaria campesina, la pérdida 

de empleo y el debilitamiento del tejido social rural. Estas dinámicas 

no son neutras, sino que expresan un patrón de desarrollo incompatible 

con la garantía efectiva de derechos (Pereira Fukuoka, 2023). 

En este sentido, la evidencia empírica confirma la existencia de una 

brecha estructural entre el reconocimiento normativo de los derechos 

campesinos y su realización efectiva. La concentración de la tierra, el 

desplazamiento de la población rural y la reducción de la producción 

de alimentos constituyen manifestaciones concretas de esta brecha, al 

limitar el acceso a recursos, la autonomía productiva y la seguridad ali-

mentaria de las comunidades campesinas. 

4. ENFOQUE AGROECOLÓGICO: DIMENSIONES Y PRAXIS 

EN EL TERRITORIO PARAGUAYO 

4.1. LA AGROECOLOGÍA COMO SISTEMA SOCIOECOLÓGICO Y BASE DE DERE-

CHOS 

La agroecología se configura como un enfoque integral que articula di-

mensiones científicas, prácticas y sociopolíticas, permitiendo analizar la 

coevolución entre sistemas ecológicos y estructuras sociales (Altieri, 

1999; Gliessman, 2002; Sarandón & Flores, 2014). En el contexto para-

guayo, este enfoque resulta particularmente relevante frente a la 
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expansión del modelo agroindustrial, caracterizado por la simplificación 

ecológica y la dependencia de insumos externos (Sevilla Guzmán, 2006). 

Desde la perspectiva de los sistemas socioecológicos, la Agricultura 

Familiar Campesina constituye un espacio donde la unidad doméstica 

organiza la gestión de recursos productivos y bioculturales, orientada 

no solo a la generación de ingresos, sino a la reproducción de la vida y 

la permanencia en el territorio (Rojas, 2021). En este sentido, la agroe-

cología permite sostener prácticas de diversificación productiva, con-

servación de la agrobiodiversidad y autonomía en el uso de semillas, 

reduciendo la dependencia de mercados externos (Luque, 2017; Sego-

via & Ortega, 2012). 

Estas dinámicas se sustentan en redes de cooperación y capital social 

que facilitan el intercambio de conocimientos y el escalamiento de 

prácticas agroecológicas, fortaleciendo la resiliencia comunitaria y la 

soberanía alimentaria (Cuéllar Padilla & Sevilla Guzmán, 2009; Gi-

raldo, 2022; Vivas García et al., 2022). 

En este capítulo, el concepto de capital social no se utiliza en un sentido 

economicista o instrumental, sino como una categoría analítica que per-

mite comprender las redes de cooperación, confianza y organización 

colectiva que sostienen los sistemas socioecológicos campesinos. En 

este sentido, el capital social se vincula con la capacidad de las comu-

nidades para gestionar recursos de manera colectiva, intercambiar co-

nocimientos y fortalecer procesos de autonomía territorial, constitu-

yendo un elemento clave para la resiliencia socioecológica y la garantía 

de derechos. 

En este marco, la agroecología no constituye únicamente una alterna-

tiva productiva, sino una forma de organización socioecológica que 

permite sostener condiciones materiales fundamentales para el ejercicio 

de derechos campesinos, particularmente en contextos de presión terri-

torial y desigualdad estructural. 

4.2. PRÁCTICAS AGROECOLÓGICAS Y REPRODUCCIÓN DE LA VIDA 

Las prácticas agroecológicas se basan en la diversificación productiva 

y el manejo integrado de los recursos, lo que permite reducir riesgos 
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económicos y ambientales frente al modelo de monocultivo (Altieri & 

Nicholls, 2013). En Paraguay, los sistemas policultivos y mixtos, junto 

con la integración de animales menores, generan una base productiva 

que combina ingresos monetarios con producción para el autoconsumo, 

contribuyendo a la seguridad alimentaria de los hogares (Enciso et al., 

2014; Rojas, 2021). 

El manejo de la agrobiodiversidad constituye un elemento central en 

estos sistemas. La conservación de semillas nativas y criollas no solo 

permite la adaptación a condiciones locales, sino que representa una 

estrategia de autonomía tecnológica y cultural (Giménez & Vargas, 

2022; Paredes et al., 2017; Vargas et al., 2021). Estas prácticas se com-

plementan con saberes tradicionales que orientan el uso sostenible del 

suelo y los recursos naturales. 

Asimismo, la agroecología se posiciona como una estrategia de adap-

tación frente al cambio climático, a través del fortalecimiento de fun-

ciones ecosistémicas como la retención de humedad, la regulación tér-

mica y la mejora de la fertilidad del suelo (Henao et al., 2016; Nicholls 

& Altieri, 2017). En este proceso, el rol de las mujeres rurales resulta 

fundamental, tanto en la gestión de la biodiversidad como en la imple-

mentación de prácticas adaptativas (Ayala & Achinelli, 2021; D. Ove-

lar et al., 2019). 

4.3. AGROECOLOGÍA Y GARANTÍA EFECTIVA DE DERECHOS CAMPESINOS 

La agroecología se vincula directamente con la realización de los dere-

chos campesinos, en particular con el derecho a la alimentación, enten-

dido no solo como acceso a calorías, sino como disponibilidad, accesi-

bilidad y adecuación cultural (Altieri & Nicholls, 2012). A través de la 

diversificación productiva y el control de los ciclos productivos, los sis-

temas agroecológicos permiten garantizar el acceso a alimentos sanos 

y culturalmente pertinentes, reduciendo la dependencia de mercados 

volátiles (Sevilla Guzmán, 2006b; Vargas et al., 2023). 

Al mismo tiempo, la agroecología fortalece el derecho al arraigo y al 

territorio, en la medida en que permite sostener sistemas productivos 

que priorizan la reproducción social de las familias campesinas frente 
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a la lógica de acumulación del modelo agroindustrial (Altieri & Toledo, 

2011; Giraldo, 2018). La gestión autónoma de recursos como la tierra, 

el agua y las semillas constituye un elemento central para el ejercicio 

de estos derechos. 

Finalmente, la articulación entre conocimiento tradicional e innovación 

científica, a través del diálogo de saberes, fortalece la capacidad de las 

comunidades para incidir en la gobernanza de los territorios y en la de-

finición de políticas públicas (Vargas et al., 2023). En este sentido, la 

agroecología no solo contribuye a la sostenibilidad ambiental, sino que 

configura una base material y política para la exigibilidad de los dere-

chos reconocidos en instrumentos como la UNDROP. 

5. INTEGRACIÓN DE PERSPECTIVAS

Los resultados del Censo Agropecuario Nacional 2022 no solo descri-

ben transformaciones productivas, sino que constituyen un indicador 

empírico de la fragilidad institucional con la que se enfrentan los dere-

chos campesinos en Paraguay (Dirección de Censos y Estadísticas 

Agropecuarias, 2023). La expansión de monocultivos mecanizados, la 

ganadería industrial y las plantaciones forestales, junto con la contrac-

ción de cultivos alimentarios campesinos, evidencia la consolidación 

de un patrón de acumulación territorial orientado a la exportación que 

erosiona las bases materiales del derecho humano a la alimentación y 

de la soberanía alimentaria.  

En este contexto, los datos censales refuerzan la necesidad de fortalecer 

marcos legales y políticas públicas que trasciendan el reconocimiento 

formal de la Agricultura Familiar Campesina y garanticen condiciones 

efectivas para su reproducción territorial, en coherencia con los princi-

pios establecidos en la UNDROP (Pereira Fukuoka, 2019). 

La persistencia de una estructura agraria altamente concentrada se tra-

duce en múltiples formas de desigualdad: pérdida de población rural, 

reducción del empleo en finca y debilitamiento de redes comunitarias, 

lo que incrementa la dependencia de mercados dominados por actores 

empresariales (Dirección de Censos y Estadísticas Agropecuarias, 

2023; Rojas, 2021).  
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Estas dinámicas tensionan directamente el núcleo de derechos recono-

cidos tanto en la Constitución como en la UNDROP, particularmente 

en lo relativo al acceso a la tierra, los recursos naturales y la soberanía 

alimentaria (Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rura-

les., 2018; Pereira Fukuoka, 2023). La brecha principal radica en el 

tránsito de la norma a la garantía: sin institucionalidad agraria y am-

biental robusta, sin mecanismos eficaces de control y sin justicia espe-

cializada, el reconocimiento jurídico resulta insuficiente frente a un mo-

delo productivo que restringe el acceso a bienes comunes esenciales 

para la vida campesina. 

En contraste con esta trayectoria de desposesión, la agroecología 

emerge como un marco socioecológico que permite recomponer la re-

lación entre producción, ambiente y derechos. Su potencial no se limita 

a la sustitución de insumos, sino que radica en la reorganización del 

sistema agroalimentario a partir de la diversificación productiva, el con-

trol campesino de semillas y conocimientos, y el fortalecimiento de cir-

cuitos cortos de comercialización (Altieri & Nicholls, 2013; Cuéllar Pa-

dilla & Sevilla Guzmán, 2009; Vargas et al., 2023).  

En este sentido, la agroecología constituye una base material para la 

garantía efectiva del derecho a la alimentación y del arraigo territorial, 

en la medida en que fortalece la autonomía productiva y la resiliencia 

socioecológica (Altieri & Toledo, 2011; Gliessman, 2002). 

Integrar las perspectivas jurídica, socioeconómica y territorial implica, 

por tanto, utilizar los hallazgos del censo como insumo para la planifi-

cación pública. Esto supone reorientar el crédito, la asistencia técnica y 

la investigación hacia la transición agroecológica; proteger la produc-

ción de alimentos y los territorios campesinos mediante instrumentos 

de ordenamiento territorial; y fortalecer las capacidades institucionales 

para garantizar el cumplimiento de los derechos campesinos, inclu-

yendo su participación efectiva en la definición de políticas públicas 

(Pereira Fukuoka, 2020).  
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6. CASOS ILUSTRATIVOS 

6.1. ASOCIACIÓN DE PRODUCTORES AGROECOLÓGICOS DEL PARAGUAY 

(EDELIRA, ITAPÚA) 

La experiencia de la Asociación de Productores Agroecológicos del Pa-

raguay en Edelira constituye un sistema socioecológico que permite ob-

servar, a escala territorial, las condiciones bajo las cuales es posible 

sostener la reproducción campesina en contextos de presión del modelo 

agroindustrial. En este territorio, la agroecología no se limita a un con-

junto de prácticas productivas, sino que se configura como una estrate-

gia integral orientada al arraigo, la conservación de la agrobiodiversi-

dad y la autonomía productiva, impulsada colectivamente a través de la 

organización comunitaria. 

La gestión de la yerba mate bajo sistemas de monte orgánico, junto con 

el uso de técnicas tradicionales como la cosecha en luna menguante, 

permite preservar funciones ecológicas clave y agregar valor a la pro-

ducción sin depender de insumos externos (Giménez, 2023). Este con-

trol sobre los procesos productivos y el material genético constituye una 

base concreta para el ejercicio del derecho a la tierra, a las semillas y a 

la soberanía alimentaria. 

Al mismo tiempo, la diversificación productiva, que combina cultivos 

de renta con producción para autoconsumo, garantiza el acceso a ali-

mentos y reduce la vulnerabilidad frente a la volatilidad de los merca-

dos. Esta “renta no monetaria” fortalece el derecho a la alimentación en 

su dimensión de disponibilidad y accesibilidad, permitiendo a las fami-

lias sostener su reproducción social en el territorio (Giménez, 2023). 

La experiencia evidencia, además, el rol central del capital social en la 

sostenibilidad de estos sistemas. Las redes de cooperación y el inter-

cambio de conocimientos consolidan procesos de aprendizaje colectivo 

que fortalecen la resiliencia comunitaria y la capacidad de adaptación 

frente a presiones externas. En este sentido, el caso de la Asociación 

Oñoiru demuestra que la agroecología no solo mejora condiciones pro-

ductivas, sino que configura una base material y organizativa para el 

ejercicio efectivo de los derechos campesinos. 
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6.2. ORGANIZACIONES DE MUJERES CAMPESINAS DE CONCEPCIÓN (HOR-

QUETA) 

Las organizaciones de mujeres campesinas en el distrito de Horqueta, 

incluyendo la Organización Zonal de Agricultores Ecológicos (OZAE) 

y comités vinculados a Organización de Mujeres Campesinas e Indíge-

nas Conamuri, representan una experiencia donde la agroecología se 

articula con procesos de autonomía económica, adaptación climática y 

defensa territorial. 

En este contexto, la huerta familiar y comunitaria constituye el núcleo 

del sistema socioecológico, funcionando como espacio de producción 

de alimentos, conservación de agrobiodiversidad y resguardo de semi-

llas nativas. Las mujeres desempeñan un rol central como gestoras de 

estos sistemas, implementando prácticas como la diversificación de 

cultivos, el uso de abonos orgánicos y la asociación de especies, lo que 

fortalece la resiliencia frente a eventos climáticos extremos (L. Ovelar 

et al., 2022). 

Estas prácticas no solo contribuyen a la sostenibilidad ambiental, sino 

que garantizan el derecho a la alimentación en su dimensión de adecua-

ción y estabilidad, al asegurar una oferta diversificada de alimentos cul-

turalmente pertinentes. Asimismo, el control sobre semillas y conoci-

mientos tradicionales refuerza la autonomía de las comunidades frente 

a la dependencia de insumos externos (Giménez & Vargas, 2022). 

El desarrollo de circuitos cortos de comercialización permite, además, 

reducir la intermediación y fortalecer la economía doméstica, gene-

rando condiciones para el ejercicio del derecho al trabajo y al arraigo 

territorial. Esta autonomía económica resulta clave para resistir proce-

sos de desplazamiento asociados a la expansión del agronegocio. 

Por último, el capital social construido en estas redes de mujeres facilita 

la articulación entre prácticas productivas, conocimientos tradicionales 

y acción política. La recuperación de saberes vinculados a plantas me-

dicinales y manejo agroecológico se integra con la defensa de derechos 

colectivos, evidenciando que la agroecología, en estos contextos, cons-

tituye no solo una estrategia productiva, sino un eje de transformación 
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socioecológica con fuerte anclaje en la equidad de género y la justicia 

territorial (Giménez & Vargas, 2022; L. Ovelar et al., 2022). 

7. CONCLUSIONES.

Los hallazgos presentados a lo largo de este capítulo permiten afirmar 

que el Censo Agropecuario Nacional 2022 aporta evidencia consistente 

sobre la consolidación de un modelo agrario orientado a la exportación, 

cuya expansión territorial se ha sostenido mediante procesos de con-

centración de la tierra, sustitución de cultivos alimentarios y apropia-

ción intensiva de bienes comunes (Dirección de Censos y Estadísticas 

Agropecuarias, 2023). Estas transformaciones no solo generan impac-

tos ambientales, sino que reconfiguran profundamente las condiciones 

sociales del mundo rural, debilitando el tejido comunitario, acelerando 

el despoblamiento y reduciendo de manera significativa el empleo en 

finca, especialmente entre mujeres y juventudes. 

Desde una perspectiva de derechos, estos procesos evidencian que las 

dinámicas observadas no constituyen efectos colaterales del desarrollo 

agrario, sino expresiones de un patrón estructural que limita la realiza-

ción efectiva de los derechos campesinos y del derecho humano a la ali-

mentación. A pesar de contar con un marco constitucional que reconoce 

la función social de la tierra, el arraigo y la sostenibilidad ambiental, así 

como con instrumentos internacionales como la UNDROP, persiste una 

brecha significativa entre el reconocimiento normativo y su implemen-

tación (Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Campesinos y de Otras Personas que Trabajan en las Zonas Rurales., 

2018; Pereira Fukuoka, 2023). La ausencia de institucionalidad agraria 

y ambiental robusta, la fragmentación de los mecanismos de control y la 

falta de justicia especializada restringen la exigibilidad de estos dere-

chos frente a conflictos territoriales, degradación ambiental y procesos 

de desplazamiento rural. 

En este contexto, el análisis integrado del marco jurídico, los datos cen-

sales y las experiencias territoriales permite sostener que la agroecología 

no debe ser entendida como una alternativa marginal, sino como una 

condición estructural para la garantía de derechos. Las evidencias 
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presentadas muestran que los sistemas agroecológicos, basados en la di-

versificación productiva, el control campesino de semillas y el fortale-

cimiento de redes comunitarias, contribuyen de manera directa a la se-

guridad alimentaria, al arraigo territorial y a la resiliencia socioecológica 

(Altieri & Nicholls, 2013; Gliessman, 2002; Vargas et al., 2023). En este 

sentido, la agroecología configura una base material para la realización 

efectiva de derechos que el modelo agroindustrial tiende a erosionar. 

El principal aporte de este capítulo radica en articular evidencia empí-

rica reciente con un análisis jurídico de los derechos campesinos, de-

mostrando que las transformaciones observadas en la estructura agraria 

paraguaya no pueden ser comprendidas únicamente en términos pro-

ductivos, sino como procesos que afectan directamente la garantía de 

derechos fundamentales. Esta lectura permite reconfigurar el debate so-

bre el desarrollo agrario, desplazándolo desde una lógica de eficiencia 

económica hacia un enfoque centrado en la justicia socioecológica y el 

cumplimiento de obligaciones estatales. 

A partir de estos resultados, se plantean algunas orientaciones clave para 

la política pública: (i) fortalecer la institucionalidad agraria y ambiental, 

incluyendo la creación de mecanismos de justicia especializada; (ii) 

desarrollar instrumentos de ordenamiento territorial que protejan la pro-

ducción de alimentos y los territorios campesinos; (iii) reorientar el cré-

dito, la asistencia técnica y la investigación hacia la transición agroeco-

lógica; y (iv) garantizar la participación efectiva de las organizaciones 

campesinas en la definición de políticas agrarias y alimentarias. Estas 

medidas resultan fundamentales para avanzar en la reducción de la bre-

cha entre el reconocimiento y la garantía de derechos. 
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